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			NOTA PRELIMINAR 




			



			 






			Para este tercer volumen, al contrario del primero y el segundo, no he escrito ningún prólogo. Sí, en cambio, un epílogo. Un comentario final. Final de estos tres volúmenes, porque la vida continúa. Pero, en cualquier caso, final de estas Memorias. 




			No obstante, debo hacer tres comentarios breves.  




			El primero, de disculpa porque este tercer volumen se ha retrasado demasiado. Es sabido que yo estoy muy al margen de la vida política, pero tengo otras actividades que han interferido más de la cuenta en la redacción de este último libro. 




			Un segundo comentario es que, precisamente porque la evolución de este volumen ha durado prácticamente un año y medio, necesito situar en el tiempo el momento en el que explico un hecho o una circunstancia, de los que puedo dar una opinión que ahora no expresaría exactamente del mismo modo. Espero que eso no dificulte la lectura. 




			Y el tercer y último comentario —el más importante— es que estas Memorias no hubiesen sido posibles sin la paciencia y la buena voluntad de Manuel Cuyàs, que es un buen periodista y que escribe muy bien, pero que sobre todo es capaz de suplir mi falta de orden y continuidad. Con paciencia, muy buen oficio y con mucho conocimiento de la realidad y de la evolución de nuestro país durante los años que abarca el libro. Debo darle muchísimas gracias. Como se las deben dar todos aquellos a quienes les guste el libro. 




			Gracias, Cuyàs, por tu colaboración, tu paciencia y tu amistad. 




			

	    


	 	

	    

            



			 






			PRIMERA PARTE 




			



			 






			BUENAS AÑADAS 




			



			 






			Yo, en el fondo, no soy más que un patriota catalán. Por lo tanto, lo que me hace feliz es que Cataluña salga adelante. 




			A partir de 1993 tuve motivos para estar contento. Ese año, con la pérdida de la mayoría absoluta del PSOE en Madrid, se inicia un periodo muy positivo para el país: se rompe la interpretación encorsetada del Estatuto; Cataluña en conjunto, y de un modo particular a través de CiU, tiene influencia en la política española; la recuperación económica y la mejora del bienestar social son hechos patentes; la ilusión europea, tan importante en el ideario y la praxis del catalanismo, vive un momento brillante, y conseguimos que nuestras ideas sobre el Mediterráneo empiecen a ser tomadas en consideración… 




			Incluso personal y familiarmente fueron años agradecidos. Fue llegándome toda una promoción de nietos. 




			



			 






			El 6 de junio de 1993 se habían celebrado elecciones generales en España. El PSOE, con 159 escaños, perdía la mayoría absoluta, y CiU, con 17, le permitía conseguirla. El PP se erigió como fuerza emergente porque sumó 34 diputados a los que tenía, pero todavía no le había llegado el tiempo de poder gobernar. 




			A pesar de haber perdido un diputado, el resultado era bueno para CiU. Desde las elecciones de 1986 manteníamos un buen nivel de representación parlamentaria en Madrid, porque el fracaso ese año en España de la Operación Reformista, con Miquel Roca a la cabeza, había tenido la contrapartida de reforzarnos en Cataluña. 




			El prestigio de CiU como fuerza de gobierno era cada vez más sólido. Nuestro discurso en términos económicos y sociales era progresivamente más escuchado y tenido en cuenta. La crisis económica de principios de los ochenta y más tarde la de comienzos de los noventa, con la pérdida de muchos sectores industriales y un índice de paro altísimo, no habían ido en contra de las instituciones ni de la democracia ni, principalmente, de la confianza y autoestima del país. La Generalitat, los ayuntamientos y en general las instituciones catalanas habían estado alerta, y su actitud positiva era perceptible a ojos de la gente. 




			La Generalitat se había consolidado, era observada como un poder cercano, y la gente detectaba que se ocupaba de sus problemas. Decíamos «Som sis milions» y queríamos decir que debíamos gobernar para toda la población catalana. Decíamos «La feina ben feta no té fronteres; la feina mal feta no té futur», y era un llamamiento a la autoexigencia y la competitividad en todos los órdenes.* Todo lo que hacíamos encajaba en el proyecto global. El presidente no viajaba a Japón o China para hacerse una fotografía, sino para atraer a inversores o para alertar a nuestros empresarios de que Japón y China pronto serían grandes mercados. No construíamos un hospital en Móra d’Ebre por motivos electorales, sino porque, de acuerdo con la idea de una Cataluña equilibrada, era conveniente que las comarcas de la Ribera d’Ebre, la Terra Alta y el Priorat tuvieran uno, y bueno. 




			Los Juegos Olímpicos de 1992, liderados por el Ayuntamiento de Barcelona, con la colaboración muy a fondo de la Generalitat y el gobierno central, habían contribuido a que se entendiera que el trabajo conjunto entre administraciones gobernadas por fuerzas de signo contrario era posible. 




			En definitiva, todo ello configura un balance positivo para el país pero también para CiU, y explica las tres mayorías absolutas que la coalición nacionalista obtuvo en 1984, 1988 y 1992 en Cataluña, así como el buen resultado en las sucesivas convocatorias electorales españolas. Por eso a las elecciones generales de junio de 1993, cuando ya intuíamos que el PSOE perdería la mayoría que mantenía desde hacía catorce años, pudimos concurrir con el eslogan «Ara decidirem» («Ahora decidiremos»), es decir, con la idea de que estábamos en una nueva etapa en la que la defensa de los intereses de Cataluña sería más fuerte y más factible. 




			Dentro de CiU algunos pensaban que debíamos ir más allá del «Ahora decidiremos» para afirmar: «Ahora gobernaremos». El primer eslogan llevaba implícita la voluntad de colaborar con el gobierno de Madrid desde fuera. El segundo, la de implicarnos desde dentro. El debate se cerró con la aceptación del primero. Creo que, visto todo lo que acabó ocurriendo, fue un acierto no involucrarnos directamente en el gobierno. 




			



			 






			CONVERSACIÓN CON FELIPE GONZÁLEZ 




			



			 






			Desde la presidencia del gobierno español se nos comunicó que había interés por hablar con nosotros. Finalmente, Felipe González me llamó. El encuentro tuvo lugar el jueves 24 de junio, día de San Juan, en la Moncloa, justo cuando se cumplían dieciocho días desde la celebración de las elecciones. 




			Fui a la entrevista convencido de que sería positiva. El año anterior Felipe González y yo nos habíamos encontrado en la casa de Pere Duran Farell en Premià de Dalt, y me había dado la impresión de que era posible que el presidente del gobierno central y yo nos entendiéramos en bastantes cuestiones. Felipe González se había dado cuenta de que, en caso de quedar un día en minoría, nosotros teníamos ideas sobre la situación económica española que valía la pena escuchar, y de que éramos gente de fiar. 




			La conversación en la Moncloa giró en torno a la economía y la autonomía. Un tiempo más tarde, analizando unos datos, constaté que la crisis económica de principios de los noventa había llegado al punto más agudo y dramático justamente en junio de 1993. El encuentro, pues, tuvo lugar en un momento oportuno, aunque difícil. 




			No tuve que recordarle a Felipe González que CiU había apoyado muy a menudo la política económica y social de su gobierno, a pesar de que tuviera mayoría absoluta. Habíamos sido la única fuerza que se había opuesto a la huelga general del 14 de diciembre de 1988, que conllevó el distanciamiento entre Felipe González y el secretario general de la UGT, Nicolás Redondo. En ese momento la mayoría que tenía no impidió que el PSOE se sintiera solo, y si lo apoyamos fue porque creíamos que gobernaba bien. 




			A nuestro parecer, sin embargo, a finales de 1991 y principios de 1992, el gobierno español había empezado a equivocarse. Yo, guiado por el profesor Joaquim Muns, defendía que el triángulo vicioso de las importaciones, el consumo y los intereses altos que el gobierno del PSOE dibujaba tenía que sustituirse por el triángulo virtuoso de las exportaciones, el ahorro y los intereses bajos, con una pequeña devaluación de la peseta. Nuestra bandera era la defensa de la economía productiva después de que durante años el gobierno del PSOE hubiera apostado por la actividad financiera, que había acabado derivando en especulativa. Fue la llamada en ese momento «cultura del pelotazo», que se plasmaba en aquella frase que decía: «En España sólo hay lugar para camareros y multinacionales», cambiada unos años más tarde, con motivo del boom inmobiliario, por la que afirmaba: «En España sólo hay lugar para camareros y albañiles». Si eso era malo para España, lo era particularmente para Cataluña. Un punto clave de nuestra política era ayudar a la empresa. Ayudarla a sobrevivir pero, sobre todo, a expandirse y a ser muy competitiva. En la visita a Felipe González insistí en ese aspecto, aunque, justo es decirlo, su gobierno ya había modificado algunos aspectos de la política económica en la línea que nosotros reclamábamos. La peseta, al menos, había sido devaluada. La sustitución del ministro de Economía Carlos Solchaga por Pedro Solbes, de la que ya se había hablado antes de las elecciones, daba a entender que la política económica se reorientaría como defendíamos. 




			Atacamos el segundo bloque de la conversación. Me quejé de que el desarrollo del Estatuto avanzaba muy lentamente y le planteé la necesidad de que su gobierno hiciese una interpretación autonomista y no restrictiva de la Constitución, como había sido norma desde la Ley Orgánica de Armonización del Proceso Autonómico, la LOAPA. Le dejé claro que, si el gobierno que iba a formar quería nuestro apoyo, la financiación de Cataluña debía cambiar. Felipe González lo admitió y acordamos que los responsables económicos de ambos gobiernos se reunieran para negociar. 




			Insistí mucho en la política lingüística, señalándole que Cataluña no perseguía sólo un alto nivel de autogobierno, sino también el mantenimiento de su identidad, que en gran parte se manifiesta en la lengua. 




			Hablamos también de la necesidad de avanzar en la construcción de infraestructuras. A pesar de las buenas palabras de Felipe González, durante los años siguientes no se realizaron demasiadas, en parte porque hasta muy avanzado el año 1994 no se pudo hablar de superación de la crisis y porque luego el gobierno del PSOE entró en una etapa muy complicada. 




			Estuvimos de acuerdo en política europea e insistí en que se tomaran iniciativas sobre la relación de los países del Mediterráneo y se reforzaran las relaciones con Marruecos. 




			La entrada en el gobierno quedó descartada, pese a la insistencia del PSOE y, también, de diez empresarios catalanes que vinieron a verme para pedírmela. Les dije a los empresarios: «No tengáis miedo, vigilaremos los presupuestos, haremos que cambie la política económica en el sentido que queréis, pero no entraremos en el gobierno porque no lo vemos claro ni nos fiamos del todo». Les pesaban los intereses económicos inmediatos y algunos llegaron a pedirme que no insistiéramos tanto en las reivindicaciones autonómicas. Dos años más tarde, cuando el gobierno del PSOE se vio entrampado en escándalos y todo el mundo se le echaba encima, los mismos diez vinieron a verme para que le retiráramos el apoyo. En nombre de la eficacia económica, la lealtad política y el interés de Cataluña, les dije otra vez que no. 




			



			 






			No puse sobre la mesa grandes exigencias. Cuando negocias con un gobierno débil, puedes optar entre presionarlo y la moderación. Contrariamente a lo que a veces se piensa en Cataluña, no puede exigírsele demasiado a un gobierno español en minoría porque no tiene la capacidad de defender los acuerdos ante la opinión pública, los estamentos económicos o los medios de comunicación de España, los cuales, mucho o poco, siempre son anticatalanes. Eso explica que CiU y yo personalmente hayamos actuado con los gobiernos de Madrid de forma gradual, que no quiere decir poco decidida. El sistema gradual es largo y puede llegar a irritar a los interlocutores —y en parte así ha sido—, pero intentar ponerlos contra las cuerdas puede dar resultados contraproducentes. 




			Salí de la entrevista pensando que se abría una nueva etapa. Algunas personas me preguntaron si habíamos hablado de nuestras antiguas confrontaciones, especialmente de la querella de Banca Catalana. Les dije que no, porque efectivamente ni siquiera lo planteé. Apliqué rigurosamente la política del pañuelo del rencor guardado en la mesilla de noche.* 




			Nuestra actitud no era nueva. Ya en 1977, en el inicio de la Transición, habíamos adoptado la norma de contribuir a la estabilidad y continuidad de los gobiernos españoles. La habíamos aplicado plenamente en la época de la UCD de Adolfo Suárez y Leopoldo Calvo Sotelo, y en algún momento de finales de los años ochenta, cuando el PSOE había observado una actitud más abierta, pese a tener mayoría absoluta. Con la pérdida de esa mayoría, sin embargo, la norma tomaba otra dimensión. El país podía ser gobernado con nuestra colaboración con un programa que no era fruto de la improvisación, sino que respondía a lo que habíamos defendido siempre. 




			Las negociaciones con el gobierno del PSOE acordadas tras la entrevista con Felipe González no fueron fáciles, pero se hicieron bien. Probablemente porque el PSOE necesitaba mucho nuestro apoyo, pero también porque en algún sector de los socialistas españoles se había extendido el convencimiento de que la colaboración de CiU era la más útil, la más segura, y yo me atrevería a decir la más leal que podían encontrar. Tal vez fuera la única y no tenían más remedio, pero esta valoración también pesó. 




			El 9 de julio de 1993 votamos la investidura de Felipe González. Miquel Roca era el jefe de nuestro grupo parlamentario en el Congreso. A partir de ese momento, la aportación de CiU a la gobernación del Estado y a la gradual configuración de una sociedad más al día fue realmente muy importante. Participamos en la elaboración de las leyes de seguros, de riesgos laborales y de arrendamientos urbanos. También en la de incentivos fiscales al mecenazgo y a las fundaciones sin ánimo de lucro, que forman parte de una visión de la sociedad que pretende otorgar un papel importante a la iniciativa privada. Debo destacar nuestra implicación, a través del diputado Rafael Hinojosa, en el Pacto de Toledo, con el que se sentaron las bases de la reforma de la Seguridad Social. 




			La nueva orientación económica del gobierno español forzada por nosotros resultó positiva y eficaz. Basta con observar los datos estadísticos del crecimiento del PIB y la evolución del paro desde entonces. De hecho, en ese momento se iniciaron los catorce o quince años de crecimiento sostenido de la economía española, los que van de 1993 a 2007 o 2008; un crecimiento bastante general en Europa y el mundo, pero que en España fue especialmente fuerte. Con todas las debilidades internas que más tarde se han puesto de manifiesto, pero muy grande. Las debilidades fueron internas y también externas. Y aunque no corresponda ahora hablar de ello, quiero señalar que también hacia el final del ciclo expansivo, es decir, hacia el año 2007, CiU fue la primera fuerza política que advirtió que el crecimiento económico español había dado un vuelco exagerado y poco sólido que comprometía la competitividad y la productividad en el futuro. 




			Felipe González llevó a cabo una política muy acertada de creciente integración en Europa que culminó con la negociación de los fondos de cohesión que complementaban y mejoraban mucho los ya existentes fondos estructurales. En veinte años España recibió 118.000 millones de euros de la Unión Europea, es decir, unos 20 billones de pesetas. Era la época de Schengen y del inicio de la preparación de la unidad monetaria. España se situó bien dentro de Europa, al abrigo de Francia y Alemania. Felipe González supo sacar mucho provecho de su actitud decididamente favorable a la reunificación alemana cuando se produjo la caída del Muro de Berlín. Helmut Kohl siempre le estuvo muy agradecido con palabras y con hechos. 




			En ese momento Cataluña tenía una buena proyección en Europa y una notable capacidad para atraer inversiones, sobre todo extranjeras. Contribuyó a ello la nueva financiación fruto del pacto con Felipe González. 




			Al final de la legislatura anterior, cuando el PSOE todavía tenía mayoría absoluta, mi consejero de Economía, Macià Alavedra, y el secretario de Estado de Economía, Antoni Zabalza, habían trazado el borrador de un sistema de financiación basado en la cesión a Cataluña de parte de un gran impuesto, el IRPF. El acuerdo no había prosperado por la oposición de los llamados «barones del sur» del PSOE: Manuel Chaves, presidente de la Junta de Andalucía; José Bono, presidente de Castilla-La Mancha, y Juan Carlos Rodríguez Ibarra, de Extremadura. Su argumento era «si se rompe el IRPF, se rompe España». En la nueva situación política, el acuerdo fue posible. Felipe González prescindió de la opinión de los barones del sur, aunque Rodríguez Ibarra presentó por su cuenta un recurso de inconstitucionalidad. 




			Para mí, autogobierno significa asumir responsabilidades y vincular el progreso del país al esfuerzo productivo e impositivo que realice el propio país. La financiación basada en el llamado coste efectivo vigente desde el inicio del autogobierno repugnaba a mi mentalidad autonomista, porque no daba margen de decisión ni permitía emprender proyectos importantes. Queríamos que, en la medida de lo posible, el dinero que recibiera Cataluña estuviera relacionado con el esfuerzo económico y la creación de riqueza del país. Eso es autogobierno, no que te den una cantidad estipulada para cubrir tus necesidades con independencia de si has trabajado bien o si has contribuido a incrementar o no la competitividad del país. La corresponsabilidad fiscal que la cesión del IRPF significaba responde a esta concepción. La oposición manifestada por las otras comunidades autónomas y los barones socialistas fue una nueva demostración de la diferencia entre los territorios con auténtica ansia de autogobierno como Cataluña y los que simplemente quieren administrar los fondos que les lleguen del Estado. Había autonomías que procuraban no tener que asumir competencias como Sanidad y Educación, porque, como me dijo en una ocasión el presidente de la Diputación General de Aragón, «la Sanidad es una máquina de producir déficit». O como hacía la Comunidad de Madrid, que hasta que no se vio obligada a ello —en parte a petición mía— se resistió a hacerse cargo de las competencias de Sanidad. 




			La Generalitat, hasta ese momento, había funcionado con muy poco dinero. Ya he explicado que habíamos tenido que endeudarnos y que, si lo pudimos hacer, fue porque gozábamos de crédito y buena imagen ante el mundo financiero. De todos modos, a finales de los ochenta y principios de los noventa, la deuda que arrastrábamos me llegó a alarmar, porque pensé que una Generalitat en esa situación perdería fuerza política y recursos para defender el Estatuto cada vez que nos lo atacaran. Podían ahogarnos e intervenirnos, es decir, decapitar nuestra autonomía. Tras la experiencia de Banca Catalana, yo ya sabía que las empresas y las iniciativas catalanas que se hallaban en dificultades y necesitaban la ayuda del Estado solían ser tratadas de un modo mucho más negativo, desde el punto de vista económico y político, que otras empresas e iniciativas no catalanas. 




			En esos años habíamos tenido que ejercitar la austeridad. Recuerdo que un día el consejero de Economía, Ramon Trias Fargas, me anunció la intención de adquirir a precio de ganga el Palau Robert, el edificio noble que ocupa una esquina entre el paseo de Gracia y la avenida Diagonal de Barcelona, para instalar en él unas dependencias del gobierno que realmente necesitaban un lugar. Durante unas semanas me opuse a la idea. Yo decía que no era trabajo de la Generalitat comprar gangas, sino dedicar el dinero a las necesidades de la gente. Al final accedí, por dos razones: por la insistencia de mi consejero y porque me convencieron de que el precio era de verdad ventajoso. Algo similar ocurrió con la compra del edificio del Departamento de Economía, en la Rambla de Catalunya. De nuevo la insistencia de Trias Fargas fue más fuerte que mi miedo a gastar más de lo debido. Debo decir que fueron grandes adquisiciones. Pero creo que, como norma, mi criterio era correcto. 




			Alguien importante, de prestigio reconocido, de quien tengo buena opinión personal, me había dicho a mediados de los años ochenta: «Tú, como presidente, tienes poca tendencia a construir edificios simbólicos, importantes y de calidad, que impresionen. Piensa que para las generaciones futuras tu recuerdo estará vinculado a obras de ese tipo. La gente te recordará por eso, no porque hayas mejorado la Sanidad o agilizado el pago de las pensiones, ni porque los juzgados funcionen mejor o porque el metro llegue a Nou Barris o a Montcada i Reixac». La observación probablemente sea cierta, al menos en parte. Mitterrand, por ejemplo, había puesto énfasis en el prestigio monumental, siguiendo el ejemplo de muchos reyes franceses. Ciertamente, con el paso de los años lo que queda es Versalles o la cúpula del Louvre, pero cada cual es como es, y ése no es mi estilo. Además, en nuestro caso la crisis de las finanzas de la Generalitat significaba pérdida de poder político, y no teníamos tanto como para ponerlo en peligro. 




			



			 






			Las negociaciones con el equipo económico de Felipe González en 1993 ofrecieron un resultado modesto, porque sólo conseguimos participar en un 15 por ciento del IRPF, y todavía con medidas correctoras que marcaban un tope que no podíamos superar. Pero el paso fue importante. 




			Las comunidades gobernadas por el PP y el PSOE, que tanto habían protestado y alertado sobre el rompimiento de España, finalmente acabaron reclamando el sistema conseguido por nosotros, y las benefició. Siempre ha sido así. Cataluña va delante; primero se le echa todo el mundo encima, y al final todos salen beneficiados. Constantemente volvemos al punto definido por Jaime García Añoveros: «la autonomía por arrastre». Cataluña tira y los otros van detrás. Sólo que Cataluña, por ser la primera, recibe todos los golpes. 




			



			 






			En el momento de escribir estas líneas de las Memorias, en abril de 2009, está discutiéndose el nuevo sistema de financiación catalán, consecuencia de la reforma del Estatuto. La negociación y la mejora, si es que finalmente se confirma, no habrían sido posibles si en 1993 no se hubiera producido un cambio de modelo con el PSOE, que se consolidó en 1996 y 2001 con los gobiernos del PP. 




			El apartado de las competencias dio algunos resultados positivos, con el traspaso del personal de Justicia o bien, muy importante, la consideración del cuerpo de los Mossos d’Esquadra como policía integral de Cataluña, un acuerdo muy bien conducido por la consejera Maria Eugènia Cuenca. 




			En cuanto a la lengua catalana, un recurso en contra de la inmersión lingüística que se había presentado ante el Tribunal Constitucional se resolvió bien. Si la sentencia hubiera sido negativa, habría puesto en peligro una pieza clave de nuestra política de defensa del catalán y también de integración de los inmigrantes. Hay que decir que entonces no había en España una campaña contra el catalán como la que existe ahora, o tenía una intensidad más baja, y que el Tribunal Constitucional, presidido primero por Manuel García Pelayo y luego por Francisco Tomás y Valiente, gozaba de un prestigio, una libertad y una sensibilidad que el actual no presenta. Así pues, todo pudo llevarse con discreción y seriedad. 




			



			 






			Creo conveniente intercalar un comentario acerca de la actitud y la sensibilidad en esa época del Tribunal Constitucional y de su presidente en relación con el catalán. Como ya he contado, cada año o año y medio, yo iba a saludar al presidente de la institución. Comentábamos cuestiones generales y también algunas que afectaban a Cataluña; eso sí, con mucho cuidado y prudencia por mi parte. Y recuerdo que un día, Tomás y Valiente, que entonces ocupaba el cargo, me dijo lo siguiente: «Soy consciente de que el asunto de más trascendencia que hoy tiene el Tribunal entre manos es el de la lengua de Cataluña». Y añadió: «Algunos lo niegan y me comentan que debe preocuparme más el recurso sobre la expropiación que el gobierno del Estado hizo del conjunto de empresas del grupo Rumasa. En ambientes socialistas da miedo que la sentencia se incline a dar la razón al empresario del grupo, porque sería muy grave para el gobierno de Felipe González. Yo les digo que siempre y en todas partes puede ocurrir que un tribunal constitucional deba sentenciar a favor de una empresa y en contra del gobierno, sin que pase nada. En cambio, el catalán tiene muchísima trascendencia, no sólo para el día a día político, sino para la estructura del Estado y el concepto de España». ¡Qué diferencia entre esta actitud y la chapucería jurídica y desmañada politización que imperaron en el recurso contra el Estatuto de Cataluña de 2005! 




			



			 






			Realmente, los años que van de 1993 a 1995 fueron muy brillantes. En Cataluña, las principales urgencias de los años ochenta se habían resuelto por completo o en gran parte. Incluso un aspecto esencial para Cataluña como el demográfico se había estabilizado, porque el país no acogía más inmigración. 




			Era un momento de respiro. En consecuencia, era una buena ocasión para pensar en el futuro y hacerlo en términos ambiciosos. De ahí la decisión que tomé de encargar un estudio de prospectiva. Se tituló Catalunya a l’horitzó  2010. El primero que me habló de la conveniencia de encargarlo fue Baltasar Porcel, el escritor e intelectual fallecido en el momento en que iniciaba este tercer volumen de las Memorias y que siempre tuve en gran estima. El estudio se realizó a través del Institut Català d’Estudis Mediterranis con la colaboración de Maria Àngels Roque y el concurso de Hugues de Jouvenel, director de la entidad Groupe de Futuribles, con sede en París. Personalmente quedé satisfecho con el trabajo. El resultado fue la presentación de cinco posibles escenarios para Cataluña en 2010. Desde el más pesimista —una Cataluña marginada— hasta el más optimista: Cataluña, motor de Europa. Al final de este volumen tendré que decir en qué punto nos encontramos, según mi opinión; qué vaticinio se ha cumplido o si se ha cumplido alguno no previsto. Ya avanzo que la situación ha evolucionado de forma preocupante, porque la población ha crecido demasiado deprisa, de modo que a la sociedad le ha costado integrarla, y la administración, sobre todo en cuanto a escuelas, sanidad y servicios sociales, se ha resentido. La cantidad y la heterogeneidad de la gente que ha venido representan un nuevo reto para la cohesión del país y la convivencia, lo que obliga a realizar un nuevo y difícil proceso de integración y un esfuerzo para el mantenimiento de su identidad. Y nos ha hecho a optar por un modelo económico ni lo bastante exigente ni lo bastante competitivo. 




			



			 






			LOS NUEVOS RICOS 




			



			 






			El gran crecimiento económico español constatable a partir de 1993, con todos los cambios sociales y de mentalidad que ha implicado, invita a una reflexión. 




			España fue un país en decadencia desde mediados del siglo XVII. Desde entonces, y con contados resurgimientos, fue perdiendo peso económico, político y militar. También prestigio e influencia, a pesar de haber conservado las colonias americanas hasta principios del siglo XIX. Si se estudia la evolución del PIB español desde 1854 hasta los años cincuenta del siglo XX, y se compara con el de países como Italia, Gran Bretaña, Francia, Alemania, Estados Unidos, Holanda o Bélgica, se observa que, en términos relativos, retrocedió con fuerza. España era un país de guerras civiles, golpes de Estado y dictaduras, pese a los esfuerzos estabilizadores realizados. 




			Debemos situarnos en 1959, veinte años después del fin de la guerra civil y en pleno franquismo, para asistir al nacimiento de una nueva política económica que implicara un cambio importante de mentalidad colectiva. Con el Plan de Estabilización impulsado por el gobierno en ese momento, se inician la apertura exterior y un crecimiento que favorece la gradual aparición de una clase media que, fuera de Cataluña, el País Vasco y pocos lugares más, nunca había existido con suficiente consistencia. 




			A pesar de algunos fallos o interrupciones y con todas las adaptaciones propias de los cambios de época, España ha tenido la suerte de mantener hasta el momento la línea de fondo de política económica iniciada en 1959. Adolfo Suárez, Leopoldo Calvo Sotelo, Felipe González y José María Aznar siguieron el camino marcado por los equipos liderados por el ministro de Franco Laureano López Rodó y formados por Alberto Ullastres, Mariano Navarro Rubio, Joan Sardà Dexeus, José Luis Cerón y Fabià Estapé. 




			Hablo, por descontado, en términos económicos, no políticos o sociales. Cuando hago esta afirmación, mucha gente se me escandaliza, porque entiende que no ofrezco una visión lo bastante crítica de los últimos años del franquismo. Me resulta fácil responder que precisamente en esos momentos, en 1960, yo fui detenido, torturado, condenado y encarcelado. Mi situación personal no debe ofuscar ni mi juicio ni mi análisis. Sin renunciar a nada, naturalmente. 




			El resultado es que, mientras que de 1854 a 1959 España fue bajando sistemáticamente en términos relativos, a partir de 1959 y hasta hoy mismo ha ido en ascenso, y lo ha hecho de forma espectacular. En cincuenta años España se ha transformado. Todo ello ha acarreado un cambio de visión del mundo, de modo de vivir, de escala de valores y de perspectivas que, por supuesto, ha sido más importante y ha impactado en mayor medida fuera de Cataluña. Porque Cataluña, por su cuenta, durante todo el siglo XIX y gran parte del XX, ya había llevado a cabo el proceso de modernización que el resto del Estado no había comenzado. 




			



			 






			A partir de 1959 los españoles fueron asumiendo el cambio de forma paulatina, hasta la gran explosión económica de 1993 —año en que se sitúa el inicio de estas Memorias—, que se mantuvo hasta 2007. La euforia tuvo efectos peligrosos. Se manifiesta cierta embriaguez, cierta chulería, un orgullo mal entendido… Se hace presente la tentación de tirar la casa por la ventana, de gastar más de lo debido, de exprimir en exceso una situación favorable y una riqueza en parte inesperada. Emerge entonces la figura del nuevo rico. Hablamos de alguien que había ido tirando justito toda la vida y que siempre había tenido que compararse con el vecino del rellano, cuya bolsa estaba más llena que la suya. Los dos vecinos se encontraban en el ascensor, y el de la renta justita tenía que oír cómo el rico le contaba que iría de vacaciones a un lugar de renombre o que acababa de comprarse un coche nuevo, aunque el que conducía hasta entonces no tuviera más de dos años. Nuestro hombre se iba empequeñeciendo dentro del ascensor y llegaba a casa con resentimiento y envidia acumulados. Hasta que un día, por mérito propio o por un golpe de suerte, el vecino modesto se da cuenta de que tiene tanto dinero o más que el vecino del rellano. Entonces se presenta el peligro de que tenga la obsesión de hacerle notar lo distinguido que va y de que quiera humillarlo. José María Aznar, el presidente del gobierno del PP, que aparecerá pronto en este libro, se adapta muy bien a la figura del hombre ayer humillado y hoy prepotente. José Luis Rodríguez Zapatero, su sucesor con un gobierno socialista, también, aunque de otro modo. Pero en todo el pueblo español en general es donde la mentalidad de nuevo rico es más perceptible. 




			



			 






			EL PSOE, CON PROBLEMAS 




			



			 






			Volvamos a 1995. La bonanza fue enturbiándose por una serie de graves problemas que afectaron al PSOE y su gobierno. El director general de la Guardia Civil, Luis Roldán, fue a prisión por haber cometido graves infracciones económicas. Alguien tan relevante en su campo como el gobernador del Banco de España, Mariano Rubio, fue igualmente condenado y encarcelado por un fraude a Hacienda. Algunos diputados o directores generales socialistas se vieron afectados por otros escándalos que, aunque menos importantes, no dejaban de ser considerables. Un día Felipe González me confesó: «Realmente, Pujol, nuestro problema han sido las segundas mujeres de algunos de los nuestros». Quería decir que algunos militantes socialistas que de jóvenes se habían casado con chicas tan ilusionadas e idealistas como ellos —con la perspectiva vital del «contigo pan y cebolla» y «el puño en alto», pero que sólo habían visto el mundo por un agujero—, desde los lugares que ahora ocupaban habían conocido a las «segundas mujeres»: secretarias, periodistas, mujeres de más alto nivel que los habían hecho subir a otro tren de vida, con las necesidades y exigencias que ello implica. 




			Por otro lado, se descubrió la existencia de los GAL, Grupos Antiterroristas de Liberación, una organización contraterrorista secreta vinculada al Ministerio del Interior, que la financiaba. El ministro José Barrionuevo y el secretario de Estado para la Seguridad, Rafael Vera, también terminarían en prisión por este motivo. Por si no fuera suficiente, se hizo pública una actuación irregular del Centro Superior de Información de la Defensa (CESID), hoy Centro Nacional de Inteligencia. A pesar de nuestro apoyo al gobierno, tuvimos que protestar, porque, al tratarse del órgano de información del Estado, el caso era de una gravedad extrema. El escándalo supuso la dimisión del vicepresidente del gobierno y ex ministro de Defensa, Narcís Serra. 




			Mientras tanto, la campaña del PP contra el PSOE, contra el gobierno y especialmente contra el presidente Felipe González se endureció muchísimo. El día 23 de abril de 1994, el líder de la oposición José María Aznar acabó su discurso en el Congreso diciendo: «Váyase, señor González», un imperativo que se hizo famoso y que a partir de entonces Aznar repetiría cada vez que subiera a la tribuna de oradores. 




			La ofensiva también se dirigió contra CiU y contra mí mismo. Era lógico y comprensible que, en su intento de hacer caer al gobierno y forzar anticipadamente unas elecciones que veía ganadas, el PP atacara el pilar menor de la mayoría parlamentaria: nosotros. El ataque no se dirigió sólo contra CiU, sino que llegó a personalizarse en mí y en mi familia. 




			En la primavera de 1995, el último año de gobierno de Felipe González, recibí presiones de todos lados para que retiráramos nuestro apoyo a los socialistas. Incluso gente del propio PSOE o muy próxima vino a suplicarme que facilitara la caída de un gobierno que estaba en plena agonía. El presidente de un gran banco español, que tuve sentado a mi lado durante una cena, no dejó de atosigarme al oído con el argumento de que el gobierno era negativo para la economía general del país. Puesto que en esos días iba a aprobarse en el Congreso de Madrid una ley gubernamental que beneficiaba al mundo financiero, pregunté a mi compañero de mesa si debíamos retirar el apoyo al gobierno de inmediato o si debíamos esperar a que la ley fuera aprobada. «Una vez esté la ley aprobada, por supuesto», me dijo. Le respondí: «Usted debe entender que no podemos actuar según su particular menú». 




			Huelga decir que los más insistentes eran los nuestros, los militantes de CiU y gente próxima. Decían que el apoyo al gobierno nos desgastaba, y era verdad. Pero, aun así, Miquel Roca y yo plantamos cara a todas las opiniones contrarias y a todas las presiones, y seguimos apoyando el gobierno de Felipe González. Dijeran lo que dijeran banqueros y empresarios, en ese momento la economía empezaba a emerger de forma muy positiva. El ministro de Economía, Pedro Solbes, actuaba correctamente, y el PP, que era su alternativa, no presentaba una política económica con garantías. Felipe González, además, conducía con mucha destreza las relaciones con Europa. Para acabar de redondearlo, en ese momento nosotros negociábamos el despliegue de los Mossos d’Esquadra y recibíamos del gobierno un apoyo decidido a la política de inmersión lingüística que aplicaban las escuelas catalanas. 




			Otro hecho nos inclinaba a mantener la estabilidad gubernamental. El día 1 de julio de 1995 la presidencia semestral de turno de la Unión Europea iba a recaer en España y, en concreto, en la persona de Felipe González. Algunos políticos europeos, como el ministro de Exteriores inglés, que entonces era Douglas Hurd, y el primer ministro holandés, Ruud Lubbers, me habían expresado la conveniencia de que la presidencia pudiera ejercerse con tranquilidad. La anterior, la francesa, había coincidido con unas elecciones en Francia que le habían restado eficacia y la siguiente, que correspondía a Italia, se anunciaba tumultuosa. 




			Por otra parte, yo conocía bastante bien el juego que González se traía entre manos y para el que esperaba ese momento. Se trataba de crear un nuevo fondo de financiación dirigido a los países de economía más débil: España, Irlanda, Grecia y Portugal. Si le salía bien, las aportaciones económicas de Europa hacia esos países, y especialmente hacia Irlanda y España, podían ser muy sustanciales. Felipe González tenía el proyecto hilvanado desde hacía meses, pero era necesario que accediera a la presidencia europea para que terminara de concretarse. Realmente, la jugada le salió redonda. 




			De todos modos, las debilidades del gobierno español eran cada vez más evidentes y la presión que recibía era muy fuerte. El ataque que más daño le hizo a Felipe González provino de Ricardo García Damborenea, antiguo e importante político del Partido Socialista de Euskadi, el PSE, que reveló interioridades comprometedoras de los socialistas y que también fue encarcelado por sus implicaciones con los GAL. 




			A finales de agosto de 1995, el PP presentó una moción en el Congreso de los Diputados. Pedía crear una comisión para investigar el asunto de los GAL. Toda la cámara estaba dispuesta a votarla. A pesar de eso y de que estaba por medio el escándalo del CESID, CiU reiteró la voluntad de mantener el gobierno. Me reuní con Joaquim Molins, que era el jefe de nuestro grupo parlamentario en Madrid, y redactamos juntos el párrafo más decisivo y comprometido de nuestra explicación de voto, contrario a la creación de la comisión. La votación se hizo el 5 de octubre y el gobierno se salvó por 176 votos, 16 de CiU, contra 161. Hay que decir que con un creciente disgusto de gente de CDC y, por lo tanto, con cierto desgaste mío. Mucha gente no lo entendió pero, por todo lo que he dicho, yo creía que ése no era el momento de hacer caer el gobierno. 




			Poco después, sin embargo, la maquinaria judicial dio un nuevo paso adelante e hizo que la situación se volviera insostenible. Había llegado el momento de poner punto final a nuestro apoyo. Pero no debíamos hacerlo de cualquier manera. No con el tono agrio que deseaba tanta gente, también nuestra, que estaba harta de la colaboración con un gobierno tan desacreditado. Teníamos que hacerlo bien. 




			A principios de septiembre, pedí una entrevista con el presidente del gobierno. Me la concedió el día 9, pero antes quise ponerlo al corriente de lo que quería plantearle y le escribí una carta. La transcribo entera, porque explica el clima del momento y detalla los términos de nuestra decisión: 




			



			 






			Barcelona, 7 de septiembre de 1995 




			Excmo. Sr. D. Felipe González Márquez 




			Presidencia del Gobierno 




			Palacio de la Moncloa 




			Madrid 




			



			 






			Excmo. Sr. y distinguido amigo: 




			El actual momento político español, y las perspectivas que presumiblemente derivan de él, me incitan a dejar escritas algunas consideraciones que deseo, además, poder comentar personalmente con usted. 




			En junio de 1993 el gobierno socialista y CiU iniciamos una colaboración que, por nuestra parte, tenía como objetivo asegurar la estabilidad y la gobernabilidad, y sobre esta base dar un nuevo impulso a la política española en tres aspectos principales: el económico, el autonómico y el europeo. Especial énfasis dimos a la necesidad de reorientar la política económica, a fin de hacerla más competitiva y más internacionalizada. 




			Durante dos años esta colaboración entiendo que ha funcionado bien. Creo que podemos exhibir un balance positivo. La economía española ha reaccionado bien y, lo que es más importante, lo ha hecho poniendo de manifiesto una mejora estructural y de fondo, que entre otras cosas se traduce en un grado mucho mayor de internacionalización. Sigue como dato negativo el estancamiento del consumo, pero éste es un hecho que se da en toda Europa y que obedece a causas profundas de carácter general. Todos los restantes indicadores han evolucionado en forma muy positiva. Y creo que también merece un comentario la forma positiva con la que España resistió las tempestades monetarias de hace unos meses. 




			Todo esto se ha hecho contra viento y marea por la dura oposición política interior en algún momento, como antes he señalado, por circunstancias exteriores y, en todo momento, por el clima enrarecido que se ha ido creando. Clima al cual, no puede negarse, han contribuido una serie de escándalos sin duda graves que afectan al gobierno, algunos manejados de forma poco responsable por determinados sectores políticos. 




			Creo que, en lo autonómico, el balance, aun siendo menos brillante que en lo económico, es también positivo. Pero indudablemente ahí quedan pendientes algunos problemas de fondo cuya resolución va a requerir un esfuerzo de entendimiento que exige un clima más sereno que el actual. 




			Finalmente, creo que durante estos dos años en lo europeo el Gobierno ha conseguido dos logros importantes: los fondos de cohesión y la financiación de la política mediterránea de la Unión Europea. Por ambos yo lo he felicitado públicamente en más de una ocasión. Y, por cierto, que debiéramos todos ser más capaces, y ante todo el gobierno, de explicar al pueblo español el gran beneficio que en conjunto saca España de su permanencia en la Unión Europea, y acallar así alguna protesta y algún rechazo que se van extendiendo, y que ni son racionales ni responden al interés del país. 




			Sr. Presidente, quiero que sepa que CiU y yo mismo no solamente valoramos positivamente el balance de estos dos años, sino que pensamos que lo que hemos hecho respondía al interés del país. 




			Pero, paralelamente a esta acción, se han producido hechos, campañas, ambientes que han ido deteriorando la situación hasta tal punto que hoy obligan a una reconsideración. CiU ha sido siempre consciente de la dificultad de la política que hemos hecho y de los riesgos que entrañaba. Pero los problemas que se han acumulado han sido más y mayores que los previstos, y se van produciendo con una creciente aceleración. 




			Hemos dicho siempre que al gobierno le pedíamos voluntad y capacidad de acción. Y naturalmente podernos poner de acuerdo con él en determinados temas. Creo que en estos momentos el gobierno ha perdido por lo menos esta última capacidad, en buena parte porque las campañas y los problemas de todo orden han dañado, creo que irremisiblemente, su credibilidad. Pienso que hay una gran parte de injusticia en esto, lo cual no le quita gravedad. 




			Nadie como CiU ha hecho tanto para evitar esta situación. Usted es testimonio de nuestra lealtad. Seguimos valorando su persona y su obra. Estamos convencidos, y además lo deseamos, de que del tema del Supremo va usted a salir indemne. Pero, como le decía nuestro portavoz Molins en el Congreso el 27 de julio, no es ante nosotros que debe el gobierno conservar su credibilidad, sino ante el país. Y creemos que esto ya no es posible. 




			Nadie como CiU ha hecho tanto para evitar adelantar las elecciones. Pero, como también le decía Molins en el debate del 27 de julio, si el gobierno no puede recuperar la confianza del país lo más conveniente es dar por terminada la legislatura y convocar elecciones ya. 




			Habría sido bueno dar con una fórmula adecuada para salir ordenadamente de la problemática actual, y sobre ello discurrimos usted y yo. Pero ello requería un acuerdo sobre el presupuesto. En caso de no darse este acuerdo antes del 18 de septiembre —y puesto que esto equivaldría a la retirada de nuestro apoyo, y que muy explícitamente usted ha afirmado que no quiere gobernar sin un apoyo parlamentario seguro—, nos parece que lo más lógico sería convocar elecciones. No le pido que las convoque. Usted es naturalmente libre de tomar la decisión que más le convenga en las actuales circunstancias. Me limito, eso sí, a expresarle nuestra opinión de que lo bueno para el país sería encontrar la fórmula políticamente menos arriesgada, humanamente más respetuosa y mejor en cuanto a imagen de convocar elecciones. Procuraremos defender esta opinión con el respeto y consideración que usted nos merece, pero nuestra convicción de que conviene poner fin a esta situación nos obligará a votar contra el proyecto de presupuesto. Hace unos meses discutir el presupuesto era un elemento clave de nuestra política, ahora ha pasado a segundo término. Ahora lo que cuenta es que el pulso político del gobierno y su capacidad de actuar están excesivamente debilitados. Y que entre todos no hemos conseguido que el clima del país, de la sociedad y de la clase política no esté muy marcado por la irracionalidad, el desasosiego y la crispación. 




			Después de las próximas elecciones, el nuevo gobierno, sea socialista o popular, y toda la sociedad española deberán hacer una reflexión profunda, seria y autocrítica. Tenemos muchos temas de fondo por resolver: el de los hábitos democráticos; el del papel de políticos, jueces, fiscales y periodistas; el de la forma de salvar el Estado de bienestar; el de la definitiva maduración de toda nuestra clase política; el de qué se entiende de verdad y honradamente por solidaridad, desde la del agua hasta la del dinero; el de Cataluña, tema que durante estos dos años se ha visto que siempre es recurrente; el del rechazo irracional que se insinúa respecto a la integración europea; etc. Todo esto empieza a ser tan urgente como las cuatro magnitudes de la convergencia de Maastricht. Y con todo ello, incluida la citada convergencia, mal podemos enfrentarnos en una situación como la actual. 




			Habría deseado no tener que escribirle en estos términos. Y lo cierto es que hasta hace poco no pensé que llegase a tener que hacerlo. En todo caso, tal como convinimos, vendré a verlo el sábado. He creído útil enviarle antes esta carta, que no agota el temario a tratar, pero que puede permitirnos entrar en él más fácilmente. 




			Reciba, Señor Presidente, la expresión de mi más alta consideración. 




			Jordi Pujol 




			



			 






			La conversación fue bien. Felipe González entendía que la situación no podía mantenerse. Posteriormente he sabido que algunos altos dirigentes del PSOE se sorprendían de que nosotros hubiéramos persistido tanto en su apoyo. No sé si nos consideraban pánfilos o dotados de un ADN con un sentido de la responsabilidad muy grande. Tal vez excesivo, se dirían. 




			Al final de nuestro encuentro, le dije: «Creo que durante estos dos años y medio de colaboración hemos trabajado bien. Me gustaría que me hicieras un pequeño obsequio como colofón». Hacía años que la Generalitat reclamaba el retorno de los llamados papeles de Salamanca, los documentos que en 1939 el franquismo había incautado a los archivos catalanes para depositarlos en la ciudad castellana, y le pedí a Felipe González que los devolviera a sus legítimos propietarios, entre ellos la propia Generalitat. «Creo que no debería haber ningún inconveniente, porque es justo y es fácil de hacer», le dije. Me respondió: «Justo sí, pero fácil no lo sé». Y me contó una historia. Hacía siete años que le había prometido a Fidel Castro que le devolvería la montura de José Martí, el líder independentista cubano, ídolo y referente del país, depositada en el Museo de la Guerra de Madrid. A cambio, Cuba le devolvería a España unas banderas españolas de las que los cubanos se habían apoderado durante la guerra de la Independencia. «Creí que era cuestión de semanas resolverlo, pero hubo tantas protestas entre los sectores militares y museísticos que hemos tardado siete años». Concluyó: «Voy a ocuparme de ello, pero piensa que entran en juego las sensibilidades». El resto de la historia es conocido. Los papeles de Salamanca volvieron en 2010, quince años después de mi petición, y al cabo de infinidad de discusiones, y de movilizaciones y protestas en Salamanca. Realmente, la sensibilidad y la emoción cuentan. 




			El 28 de diciembre Felipe González convocaba elecciones anticipadas para el día 3 de marzo de 1996. 




			



			 






			HACIA LA VICTORIA DE AZNAR 




			



			 






			Preparamos las elecciones teniendo en cuenta que los pronósticos eran claramente favorables al PP. Reinaba en el ambiente la sensación de que, después de todos los conflictos que habían afectado al último gobierno del PSOE, el partido que lideraba José María Aznar podía ganar por mayoría absoluta. El 8 de enero publiqué una nota para recordar lo positivo que había sido nuestro apoyo al PSOE. Había que recordarlo, porque el electorado catalán, y en particular el nuestro, empezaba a manifestar que no le satisfacía la colaboración de una fuerza nacionalista con un gobierno de Madrid. Ese rechazo, que se ha podido observar cuando CiU, a lo largo de su historia, ha apoyado primero a la UCD, luego al PSOE y finalmente al PP, denota a mi parecer una falta de sentido político. Es evidente que, si con alguien debe intentar negociar o entenderse un gobierno de la Generalitat, es con quien gobierna en Madrid. Eso sí, siempre y cuando no se vea obligado a una clara confrontación, que quede claro. Cuando se trata de reclamar y negociar, no es la oposición la interlocutora. Es el gobierno. Recuerdo que una vez unos vascos me dijeron: «En el País Vasco todo el mundo lo tiene muy claro: el gobierno vasco debe negociar con el gobierno de Madrid; no entendemos esos escrúpulos que a veces manifiestan algunos catalanes». Creo sinceramente que tenían razón. Los escrúpulos catalanes no siempre son indicativos de madurez política. 




			Al contrario que tanta gente, de algún modo yo intuía que el PP no conseguiría la mayoría absoluta, y pensaba que tal vez seríamos llamados a negociar. Por eso el 18 de enero escribí una nota personal que decía así: 




			



			 






			El PP tiene la imperiosa necesidad de llegar al gobierno. Pero ahora es un momento delicado para empezar a gobernar, y más de la forma frágil en la que, cuando menos de entrada, lo debería hacer el PP. Lo es porque los años que vienen serán difíciles debido a Maastricht, a algunos temas delicados como la reforma laboral, a la necesaria reforma del Estado de bienestar. Pero los trenes pasan cuando pasan, y ahora el PP necesita acceder al poder. 




			Que el PP llegue al poder puede ser inconveniente para Cataluña, según cómo. De ahí nuestro problema. Pero seguro que es conveniente desde otros puntos de vista de normalidad democrática y de evitar que un 40 por ciento de la población española se quede en una permanente situación muy negativa de frustración. 




			Si el PP accediera al gobierno, desmontaría el «régimen» socialista. Llegado el caso, CiU debería seguir este proceso de cerca y condicionarlo. No sería bueno pasar de un «régimen» a otro «régimen». 




			Por otro lado, otro motivo que obliga al PP a intentar gobernar ahora es que deben ser conscientes de que les resultará muy difícil ganar por mayoría absoluta o suficiente. Por tres razones: 




			



			 






			1. Porque en la memoria colectiva histórica española perdura un componente negativo contra la derecha. 




			2. Porque los socialistas cuentan con el voto de la España subsidiada, que el PP sólo parcialmente podrá ganar desde el poder. Andalucía y Extremadura son los territorios más decisivos en este sentido; también es significativo el peso rural en el voto del PSOE. 




			3. Por la mala relación con Cataluña y Euskadi. 




			



			 






			Desde el gobierno, el PP debe intentar borrar la memoria negativa; tranquilizar y controlar a los subsidiados, y entenderse con Cataluña y Euskadi. 




			Concretamente esto último es muy difícil. Pero hablemos de ello. 




			Debemos hacer una relación de temas sine qua non, que deben ser respetados en cualquier trato que en el futuro podamos tener con quien sea: 




			



			 






			1. La política lingüística en la escuela. 




			2. En general, todo lo que sea normalización lingüística (somos los más interesados en llevarla a cabo con cuidado y respeto). 




			3. Aceptación de renegociación de la financiación: 




			– general, 




			– sanitaria, 




			– a través de los fondos europeos. 




			4. Nuevo modelo policial. 




			5. Política económica al servicio de la economía productiva. 




			6. Mantenimiento del Estado de bienestar. 




			



			 






			El punto 5 se refería a la continuación de la línea seguida por Felipe González y su ministro Pedro Solbes desde 1993. El 6 alertaba de la posibilidad de que el PP quisiera reducir el Estado de bienestar. 




			



			 






			«PUJOL, ENANO» 




			



			 






			La tarde anterior al 3 de marzo llamé a Felipe González para decirle que todo parecía indicar que nuestra etapa de colaboración había llegado a su fin y que me sentía satisfecho de cómo había transcurrido. Le pregunté cómo se presentaban los resultados, según las informaciones de las que disponía, y me dijo: «Perderemos, pero por poco». Y, efectivamente, así fue, ante la sorpresa general, porque realmente el PSOE afrontaba las elecciones muy desgastado y con la moral de su gente muy baja. 




			Las prospecciones del PP eran otras. Llegaron al día mismo de las elecciones dando por hecha una gran victoria. Los primeros datos de la noche del escrutinio los llevaron a pensar que no estaban equivocados, porque apuntaban a una mayoría absoluta. Ante la sede central del PP en Madrid se congregó una multitud eufórica. Tan seguros estaban de poder gobernar solos que los reunidos soltaron su resentimiento contra el apoyo que habíamos dado al PSOE y contra mi persona gritando: «¡Pujol, enano, habla castellano!». Realmente, los electores del PP y el entorno del partido se habían impregnado no sólo de anticatalanismo, sino también de una general hostilidad hacia Cataluña. La lengua catalana les despertaba una gran agresividad. 




			Pronto afloró la decepción. Habían esperado mucho más. Ganaban, pero los resultados eran muy cortos. Alguien de la dirección del partido hizo callar a los que en la calle todavía gritaban «¡Pujol, enano, habla castellano!». Luego se diría que cambiaron la exclamación por la de «¡Pujol, guaperas, habla lo que quieras!», pero me parece que se trata de un chiste. 




			Muy bien, ya habéis gritado bastante. Venga, todos a dormir. 




			Según tengo entendido, Aznar en un primer momento se quedó desconcertado y muy deprimido. Me han contado que, cuando en la calle aún resonaban los gritos contra mi persona, Pedro J. Ramírez, director del diario El Mundo, afín al PP, se le acercó para decirle: «Tienes que verte con Pujol». 




			Pocos días más tarde, Felipe González me llamaba y me decía: «Oye, tendrías que entenderte con Aznar». 




			Según los resultados, el PSOE habría podido formar gobierno pactando con nosotros, con el PNV, con Coalición Canaria, con los comunistas de IU y con algún otro diputado, todos a la vez. Pero la combinación no era aceptable para Felipe González, tal como él mismo me explicó en una entrevista secreta que mantuvimos el día 10 de marzo en el chalé que el CESID tiene en las afueras de Madrid. Me dijo que un pacto tan heterogéneo fracasaría, y añadió, rotundo: «Además, no quiero pactar con los comunistas». Lástima, digo yo desde la perspectiva de ahora, que en el año 2003, cuando se formó el primer gobierno tripartito, los socialistas catalanes no previeran, como Felipe González años atrás, que una jaula de grillos no puede gobernar bien. 




			«Alguien tiene que gobernar», me dijo Felipe González. Estuve de acuerdo, con un añadido: «No se puede hurtar la victoria de quien ha ganado en España». En Cataluña el PP había obtenido malos resultados, pero en España habían sido muy buenos. Casi puede afirmarse que, sin Cataluña, habría conseguido la mayoría absoluta. Pero el catalanismo, representado en Madrid por los dieciocho diputados que habíamos obtenido, no podía «hurtar» una victoria tan amplia sin ser duramente criticado, y con razón. La reacción política y sobre todo emocional en el caso de que CiU hubiera rechazado cualquier tipo de negociación con el PP habría sido, por parte del partido de Aznar y sus votantes, la siguiente: «Hemos estado catorce años en la oposición esperando poder ganar las elecciones, y ahora que las ganamos un partido muy minoritario en España nos roba la victoria y nos condena de nuevo a la oposición». A partir de ese momento habría que contar con una radical y furiosa reacción de prácticamente media España contra todo lo que procediera de Cataluña y la Generalitat. 




			Felipe González y yo estuvimos de acuerdo en que en esos momentos era necesario un gobierno estable que tomara las medidas necesarias para que España pudiera entrar en la zona euro y consolidar la recuperación económica de los últimos años. «Por consiguiente —repitió Felipe González—, convendrá que vosotros apoyéis a Aznar con las condiciones que, imagino, le vais a imponer.» No necesitaba los consejos de Felipe González, porque podíamos tomar la decisión solitos. Pero quiero señalar que sus palabras dicen mucho a favor del líder socialista, de su categoría como gobernante y de su sentido de la responsabilidad. 




			Felipe González me aseguró que el PSOE tenía el propósito de ejercer una oposición responsable y que no caería en los excesos del PP. Le recordé que, en su momento, el PSOE también se había excedido, pero estuvimos de acuerdo en que, si nuestro pacto con el PP llegaba a concretarse, el PSOE actuaría con prudencia y moderación en leyes relacionadas con la política económica y autonómica. Por cierto, en mi nota escrita sobre esa entrevista hay una frase significativa. A pesar de la voluntad expresada por Felipe González, decía: «Son alarmantes las declaraciones que ya empiezan a hacer Chaves y Rodríguez Ibarra». 




			También hablamos de que era previsible que el PP quisiera desmontar la estructura de poder construida por el PSOE en sus trece años de gobierno. Había que hacerlo sin actitudes de venganza o de gran sectarismo. Yo entendía que España debía entrar en una etapa de cierta calma. Entonces ya se había iniciado una tendencia en la política española, que ha ido incrementándose muchísimo, consistente en hacer intervenir la justicia en la política, a veces justificadamente, pero muy a menudo como mecanismo de desgaste del adversario. 




			Por cierto, en un momento determinado de esa legislatura del PP, desde sectores socialistas se me pediría que hiciera una gestión ante el presidente Aznar a favor del periódico prosocialista El País y su consejero delegado, Juan Luis Cebrián, a quien parecía que querían enviar a prisión en relación con el conflicto de Canal+ y los depósitos de los abonados. La hice. Cebrián no fue a prisión, no sé si por mi influencia o simplemente porque no tenía que ir. En cualquier caso, si recordamos que el periódico El País me había sido tan hostil, principalmente en el caso de Banca Catalana, de nuevo se manifiesta mi interés por mantener el pañuelo guardado en la mesilla de noche.* Aznar me diría: «Ellos no habrían hecho lo mismo por ti». 




			Felipe González, de todos modos, calculaba que el gobierno del PP duraría poco. Se equivocaba. Al conocer los resultados de las elecciones, había dicho que la suya había sido una «dulce derrota»; una observación que ya desde el primer momento consideré absolutamente fuera de lugar y a la vez contradictoria, si él mismo me aconsejaba consolidar un gobierno fuerte del PP. 




			



			 






			LAS DUDAS DE UN PACTO CON AZNAR 




			



			 






			Durante unos días hubo cierta desorientación dentro del PP, porque les pesaba tener que pactar con nosotros. El desconcierto se detectaba también en el conjunto del país. Se abría una situación nueva, también en el mundo de CiU. 




			El día 5 de marzo, dos días después de las elecciones y diez antes de la entrevista con Felipe González, yo había escrito una nota que empezaba así: «La investidura de Aznar por nuestra parte ahora mismo es muy improbable». Y añadía un párrafo que vale la pena reproducir: «Si finalmente posibilitásemos la investidura, el PP debería apoyarnos en el Parlamento catalán con discreción y a cambio de nada. De nada. Más aún: debería dar luz verde, por activa o por pasiva (es decir, simulando que no lo ve), a nuestra política de renacionalización». 




			Hay que tener presente que entonces no teníamos la mayoría absoluta en el Parlamento de Cataluña. La habíamos perdido en las elecciones de 1995, en gran parte por el rechazo de nuestros electores al apoyo que habíamos dado al PSOE. En la nota también decía, para que se viera que no teníamos demasiadas opciones, que más difícil sería todavía la negociación con el PSC en el Parlamento de Cataluña. Escribí una frase bastante lapidaria: «El PSC, tanto como el PP pero más peligrosamente, busca nuestra destrucción. No hay que olvidarlo nunca». 




			Decía también: 




			



			 






			Aznar había hablado alguna vez del propósito, cuando estuviera en el gobierno, de abrir un debate sobre el tema autonómico. Hagámoslo, pues, aunque su techo y su concepto seguro que no son los nuestros. Y Rodríguez Ibarra también dice que «tal vez haya llegado el momento de la revisión». En cualquier caso, para nosotros sí que ha llegado. Necesitamos una solución lo bastante buena como para que podamos considerarla definitiva (definitiva dentro de la relatividad de este término en los Estados con poder compartido). La necesitamos por razones nacionales, pero además —y mucho— porque no puede ser que cada dos por tres tengamos que librar terribles batallas y asumir grandes riesgos para objetivos muy modestos, que nos echen encima a toda España e intenten minar nuestra convivencia para contrarrestar nuestras reivindicaciones o para frenar nuestra iniciativa política de ámbito español. 




			El apoyo que más de una vez dimos a UCD provocó un fuerte «acoso y derribo» de los socialistas contra nosotros. Fuimos presentados, ya entonces, como explotadores e insolidarios ante todo el país, y como representantes de la burguesía mezquina y egoísta. Provocaron también intentos lerrouxistas en Cataluña por parte de sectores muy importantes del PSOE y el PSC. Más tarde, las justas reivindicaciones contra el ahogo financiero, tanto general como sanitario, contra la LOAPA o por la querella de Banca Catalana provocaron la acusación sistemática a gran escala de victimistas y, como siempre, de insolidarios. Desde 1993, la campaña ha ido a cargo del PP y de los medios de comunicación de su entorno (y también a cargo de IU). Hemos sido presentados como chantajistas, expoliadores, ladrones, con cualquier excusa, desde el 15 por ciento del IRPF hasta la catedral de Burgos. Hemos sido también acusados de practicar la limpieza étnica, y se ha procurado romper la cohesión social y la convivencia ciudadana en nuestro país. 




			¿Y ahora qué? Ahora debemos preguntarnos si, a partir de 1996, tenemos que volver a sufrir las mismas embestidas, ahora desde el sector socialista o desde la derecha, si no nos ponemos lo bastante de acuerdo y lo bastante rápido con el PP. Por lo tanto, e independientemente de si votamos o no la investidura de Aznar, más vale coger el toro por los cuernos, y plantear con toda profundidad y claridad la cuestión de nuestra autonomía. No podrá hacerse antes de la investidura, pero podemos anunciarlo. 




			Algunos dicen que ahora a CiU —y en cierto sentido a Cataluña— se le presenta la gran oportunidad histórica. La de conseguir que España vea las cosas de Cataluña de otro modo (y, añado yo, de mejorar nuestro Estatuto sustancialmente). Por otro lado, sigue pendiente de resolverse el gran reto socioeconómico español (y no me refiero sólo a Maastricht, sino al cambio de mentalidad y de política económica en España). 




			Todo ello es tentador, pero nosotros no podemos actuar sin tener en cuenta ni a nuestro partido ni a nuestro electorado. Es todo eso lo que debemos sopesar. 




			En cualquier caso, el protagonista principal, y por lo tanto quien se juega más el cuello, es el PP. Sin olvidar que, además, hace falta una actitud obviamente de oposición, pero constructiva e incluso en ciertos temas leal, del PSOE y del PSC. 




			



			 






			Fueron días y semanas de intensa actividad. El mismo día 5 escribí una nueva nota, más extensa, sobre cómo debíamos afrontar una posible, aunque no segura, negociación con el PP. Marcaba hitos importantes: 




			



			 






			Podemos desde ahora orientar nuestra decisión en un sentido que imposibilite, o vuelva muy altamente improbable, la investidura. En ese caso no hace falta que preparemos ningún tipo de negociación. Hay que decir que esta actitud sería totalmente contradictoria con la idea y el propósito de ser clave. Y no respondería plenamente a la de plantar cara. Es cierto que plantar cara puede hacerse desde una posición de enroque total, porque no hay más posibilidad que la defensa a ultranza y sin ningún tipo de negociación. Pero plantar cara puede hacerse también en un contexto de negociación. Aun así, hay que admitir como muy posible que CiU no pueda acordar la investidura de Aznar y que eso implique elecciones a principios de agosto. Con todo, no sería prudente que no analizáramos cuáles deberían ser nuestros objetivos precisos si se llegara a negociar. Entre otras cosas, porque, si bien es cierto que durante la campaña dijimos que no votaríamos la investidura de Aznar, también dijimos que cualquier entendimiento con quien fuera debía pasar por la aceptación de algunos puntos básicos de nuestro programa. 




			¿Cuáles eran, y cuáles serían si se quisiera negociar, esos puntos? 




			1. Consolidación de todo lo que hemos alcanzado de 1993 a 1995 y continuidad de los procesos iniciados cuando proceda (caso de la policía). [Y a mano:] Tal vez habrá que cambiar la ley. 




			2. Financiación autonómica. Ahora ya deberíamos precisar qué quiere decir exactamente. ¿Quiere decir pasar al 30 por ciento del IRPF (y más adelante al 40 por ciento), y obtener un porcentaje del IVA y de algunos impuestos especiales? ¿A cuánto ascendería eso? ¿O quiere decir otra cosa? ¿Y eso a cuánto ascendería? 




			3. Financiación sanitaria. Hay que presentar una propuesta más precisa, de una cuartilla. 




			4. Más difícil es negociar las inversiones directas del Estado, que son las que permitirían llegar a la cifra de 250.000 millones. Pero ahora debemos ver qué es lo que realmente podemos pedir. 




			5. Revisión de los criterios de aplicación de los fondos europeos. Viene condicionada en gran parte por la normativa europea, pero no al cien por cien (por ejemplo, los fondos de cohesión pueden aplicarse de modo más favorable a Cataluña). 




			6. Dejar totalmente de lado el tema lingüístico. La Generalitat tiene que poder seguir haciendo lo que hace, sin interferencias ni campañas. El PP debe olvidarlo (aquí y fuera de aquí). 




			7. Asegurarnos de que en el País Valenciano el PP respetará la unidad de la lengua (independientemente del nombre de lengua valenciana) y la política de normalización. 




			8. Reanudación de la negociación sobre el traspaso de competencias. Escoger dos importantes y significativas, ya de entrada. 




			9. Aparte de todo eso, están los temas de política económica y algunas otras cuestiones de carácter general. Son muy importantes y habría que incluirlas en la propuesta de negociación. Pero no las especifico en este documento. Lo haré en otra nota. 




			



			 






			Vuelvo a decir que escribo estas notas por si acaso las necesitamos. Si no iniciamos la negociación, no hacen falta. En ese caso, o si iniciamos las negociaciones y resultan inútiles, lo que hay que hacer es empezar a preparar las elecciones. Y eso es todo. 
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